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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 
 

 
JUZGADO CATORCE PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL 

DE GARANTÍAS DE BUCARAMANGA 
 

Bucaramanga, diecinueve (19) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

Decide el despacho, en primera instancia, la acción de tutela radicada bajo el No. 

68001408801420230006000, instaurada por JULIETH VANESSA CARDENAS 

GONZALEZ en contra del INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS 

PATIOS. 

 

ANTECEDENTES  

 

La accionante fundamenta la demanda en los siguientes hechos: 

 

Informó que le aparece un registro del INSTITUTO DE TRANSITO Y 

TRANSPORTE LOS PATIOS en el que figura como propietaria del vehículo de 

placa MUZ 751, que en el SIMIT se registra una multa a su nombre asociada a la 

orden de fotocomparendo 264083-2022, por lo que el 10 de marzo de 2023 radicó 

derecho de petición ante el INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS 

PATIOS, en el que solicitaba que se revocara la resolución de comparendo antes 

referida, y que en caso de no acceder a su solicitud, adjuntaran documentación 

correspondiente a:  

 

“1) Prueba en la que me identifiquen plenamente como conductor infractor. 2) 

Solicito me indique de manera clara y concreta, cuál es el fundamento legal que 

permite extenderme la responsabilidad en mi calidad de propietario del vehículo, 

teniendo en cuenta que el parágrafo 1 del artículo 8 de la Ley 1843 de 2017 fue 

declarado inexequible en Sentencia C-038 de 2020. 3) Copia completa de la 

resolución en la que me declararon responsable, acompañada de todos los 

soportes. 4) Copia de la resolución de suspensión de términos procesales durante 

el COVID aplicables a su entidad. 5) Copia de la citación para notificación personal 

enviada. 6) Soporte documental en el que conste la fecha de validación del 

fotocomparendo por parte del agente de tránsito 7) Certifique que el agente que 

validó el comparendo cuenta con la formación requerida para dicha función, de 

acuerdo con el numeral 3 artículo 3 de la Ley 1843 de 2017, artículos 3 y 7 de la 

Ley 1310 de 2009, artículo 6 de la Resolución 718 de 2018 del Ministerio de 

Transporte, en concordancia con el Concepto 187011 de 2015 del Departamento 

Administrativo de la Función Pública. 8) Información de contacto del RUNT a la 

que enviaron la citación para la notificación del fotocomparendo. 9) Gulas de envío 

de las notificaciones legibles y demás información requerida por los artículos 8, 9 y 

10 de la Resolución 3095 de 2011 de la Comisión de Regulación de 

Comunicaciones, consecuentes con el artículo 2.2.13.3.5 del Decreto 1078 de 

2015. 10) Copia de la notificación por aviso. 11) Soporte en el que conste el 

medio, la fecha y duración de la publicación de la notificación por aviso. 12) 
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Nombre o número de identificación único de la cámara de fotomulta con la que se 

realizó la fotodetección del comparendo de la referencia. 13) Copia del permiso 

para operar de la cámara de fotodetección. 14) Soporte de calibración de la 

cámara de fotomulta con la que se hizo la fotodetección asociada al comparendo 

referido. 15) Prueba de señalización de la cámara.” 

 

De igual manera, argumentó a la accionada que no fue la infractora, y en vista de 

que las sanciones deben aplicarse a los infractores, más no a los propietarios, 

solicitó la eliminación de los comparendos y actualización de bases de datos en 

que aparezca como deudora de la sanción, a efectos de adelantar trámite de des 

pignoración. Así mismo, que, en el caso de estimarlo pertinente, se programara 

audiencia para demostrar que no era la infractora, remitiéndose las notificaciones, 

anexos y pruebas de las foto multas para ejercer su defensa. 

 

Petición de la que a la fecha no se ha obtenido respuesta, resaltándose por la 

accionante que, a la fecha de interposición de la acción, y desde el 25 de 

noviembre de 2021, fecha de imposición del comparendo, habían transcurrido más 

de 334 días hábiles desde la imposición del comparendo sin que se haya recibido 

notificación del comparendo por parte de la accionada, en los términos de la Ley 

1843 de 2017. 

 

SUJETOS DE ESTA ACCIÓN 

 

Accionante: JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ identificada con la 

cédula de ciudadanía número 1.098.699.913. 

 

Accionado: INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS PATIOS. 

 

 

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

La accionante solicita el amparo de su derecho fundamental de petición, debido 

proceso y defensa, para que, en consecuencia, se ordene a la accionada dar 

respuesta a la petición radicada el 10 de marzo de 2023, y declarar la nulidad del 

comparendo 264083-2022 del 25 de noviembre de 2021, dejando sin efecto los 

consecuentes actos administrativos de cobro coactivo que emane la entidad, así 

mismo, que se ordene a la accionada eliminar de las bases de datos RUNT y 

SIMIT el comparendo 264083-2022. 

 

RESPUESTA DEL ACCIONADO  

 

INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS PATIOS 

 

Pese a haber sido notificado a través de oficio 014 DALP del 31 de marzo de 

2023, enviado al correo electrónico de notificación que obra en la web de la 

entidad, “transito@lospatios-nortedesantander.gov.co”, reiterado mediante correo 

electrónico del 18 de abril de 2023, no se obtuvo respuesta alguna por parte de la 

accionada.       
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CONSIDERACIONES 

 

LEGITIMACIÓN 

 

La ejerce JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ a fin de buscar la 

protección de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, por lo 

cual como persona capaz está facultada para acudir ante el Juez Constitucional, 

en virtud del artículo 86 de la Constitución Política. 

 
COMPETENCIA 
 
Este juzgado es competente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de 
la Constitución Política y en los artículos 37 del Decreto Ley 2591 de 1991, 1 del 
Decreto 1382 del 2000, 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, así como en el  Auto 050 de 
2015 de la Corte Constitucional y en el artículo 1º del decreto 1983 de 2017, 
según el cual, “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 
1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción 
donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la 
solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: 
 
1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 
organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra 
particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los 
Jueces Municipales.” 
 

PROBLEMA JURÍDICO CONSIDERADO 

 

¿Vulneró la entidad accionada el derecho fundamental de petición y debido proceso 

de la accionante ante la aludida ausencia de respuesta a la petición formulada en 

fecha del 10 de marzo de 2023? 

 

PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL  

 

Derecho de Petición 

 

El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las 

personas a presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. En desarrollo del Texto Superior, la Ley 

1755 de 2015 reguló todo lo concerniente al derecho fundamental de petición, en los 

términos señalados en el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso 

Administrativo.  

 

En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional se ha referido al derecho de 

petición, precisando que el contenido esencial de este derecho comprende: (i) la 

posibilidad efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) 

la respuesta oportuna, esto es, dentro de los términos establecidos en el 

ordenamiento jurídico, con independencia de que su sentido sea positivo o negativo; 

(iii) una respuesta de fondo o contestación material, lo que implica una obligación de 

la autoridad a que entre en la materia propia de la solicitud, según el ámbito de su 

competencia, desarrollando de manera completa todos los asuntos planteados 
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(plena correspondencia entre la petición y la respuesta) y excluyendo fórmulas 

evasivas o elusivas. 

 

En la Sentencia C-418 de 2017, la Corte Constitucional reiteró que el ejercicio del 

derecho de petición se rige por las siguientes reglas y elementos de aplicación:  

 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa.  

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política.  

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 

oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la 

respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser 

clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento 

del peticionario. 

4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita.  

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones 

privadas y en general, a los particulares.  

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 

formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, 

que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no 

pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar 

los motivos de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la 

contestación.  

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación 

de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido 

concurrente, el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de 

petición.  

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición 

no la exonera del deber de responder. 9) La presentación de una petición hace surgir 

en la entidad, la obligación de notificar la respuesta al interesado” 

 

En sentencia T-230 de 20201 la Corte Constitucional reiteró la jurisprudencia sobre 

el derecho de petición dirigido hacia particulares en los siguientes términos: 

 

4.5.2.1. Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante 

organizaciones privadas. En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, 

modificados por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, se estipula que cualquier 

persona tiene el derecho de formular solicitudes ante entidades de orden privado sin 

importar si cuentan o no con personería jurídica, cuando se trate de garantizar sus 

derechos fundamentales. En el ejercicio del derecho frente a privados existen iguales 

deberes de recibir, dar trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente y 

congruente, siempre que sean compatibles con las funciones que ejercen. En otras 

palabras, los particulares, independientemente de su naturaleza jurídica, son 

asimilables a las autoridades públicas, para determinados efectos, entre ellos, el 

relacionado con el derecho de petición. 

 
1 Magistrado Ponente: Luis Guillermo Guerrero Pérez 
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Sobre el caso particular que hoy nos ocupa, resulta imperante traer a colación la 

Sentencia más reciente frente al tema de fotomultas T-051 de 2016 Magistrado 

Ponente Dr. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO: 

 

4. Procedencia excepcional de la acción de tutela frente a actos 

administrativos. Verificación de requisitos de subsidiaridad e inmediatez 

  

La acción de tutela fue regulada en el Artículo 86 de la Constitución Nacional como 

un mecanismo judicial autónomo[2], subsidiario y sumario, que le permite a los 

habitantes del territorio nacional acceder a una herramienta de protección inmediata 

de sus derechos fundamentales, cuando estos resulten amenazados o vulnerados 

por las autoridades públicas, o incluso por particulares, según lo determinado en el 

Artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

  

Para que proceda este medio privilegiado de protección se requiere que dentro del 

ordenamiento jurídico colombiano no exista otro medio de defensa judicial[3] que 

permita garantizar el amparo deprecado, o que existiendo este, se promueva para 

precaver un perjuicio irremediable caso en el cual procederá como mecanismo 

transitorio. 

  

De esta manera, en el marco del principio de subsidiaridad, es dable afirmar que “la 

acción de tutela, en términos generales, no puede ser utilizada como un medio 

judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la 

defensa de los derechos, pues con ella no se busca remplazar los procesos 

ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos impuestos 

(dentro) de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten”.[4] 

  

Puntualmente, en cuanto a la acción de tutela adelantada contra actos 

administrativos, la posición sentada por este Tribunal ha reiterado que, en principio, 

resulta improcedente, dado que el legislador determinó, por medio de la regulación 

administrativa y contencioso administrativa, los mecanismos judiciales pertinentes 

para que los ciudadanos puedan comparecer al proceso ordinario respectivo y 

ejercer su derecho de defensa y contradicción, dentro de términos razonables. En la 

sentencia T-957 de 2011, la Corte Constitucional se pronunció en el siguiente 

sentido: 

  

“(…) la competencia en estos asuntos ha sido asignada de manera exclusiva, por el 

ordenamiento jurídico, a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, juez natural 

de este tipo de procedimientos, cuya estructura permite un amplio debate probatorio 

frente a las circunstancias que podrían implicar una actuación de la administración 

contraria al mandato de legalidad”. 

  

Debe tenerse en cuenta que el legislador adelantó un trabajo exhaustivo para la 

expedición de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y 

Contencioso Administrativo, con el fin de ofrecer un sistema administrativo que 

responda de manera idónea y oportuna a los requerimientos de los ciudadanos, todo 

bajo la luz de la eficacia, la economía y la celeridad, entre otros principios. 

  

En atención a ello, los mecanismos ordinarios deben utilizarse de manera preferente, 

incluso cuando se pretenda la protección de un derecho fundamental. No obstante, 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn2
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn3
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn4
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en este caso, se deberá evaluar que el mecanismo ordinario ofrezca una protección 

“cierta, efectiva y concreta del derecho”[5], al punto que sea la misma que podría 

brindarse por medio de la acción de amparo[6]. 

  

Al respecto, en la Sentencia T-007 de 2008 la Corte Constitucional, después de 

hacer un análisis concentrado de este tema, manifestó lo siguiente: 

  

“En aquellos casos en que se constata la existencia de otro medio de defensa 

judicial, establecer  la idoneidad del mecanismo de protección alternativo supone en 

los términos del Artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, que el otro medio de defensa 

judicial debe ser evaluado en concreto, es decir, teniendo en cuenta su eficacia en 

las circunstancias específicas que se invoquen en la tutela.[7]  Por tal razón, el juez 

de la causa, debe establecer si ese mecanismo  permite brindar una solución “clara, 

definitiva y precisa”[8] a los acontecimientos que se ponen en consideración en el 

debate constitucional, y su habilidad para proteger los derechos invocados. En 

consecuencia, “el otro medio de defensa judicial existente, debe, en términos 

cualitativos, ofrecer la misma protección que el juez constitucional podría otorgar a 

través del mecanismo excepcional de la tutela.[9]” 

  

En el mismo pronunciamiento jurisprudencial, se citó la Sentencia T-822 de 2002, 

según la cual, como criterio de referencia, se deberá tener en cuenta “(a) el objeto 

del proceso judicial que se considera que desplaza a la acción de tutela y (b) el 

resultado previsible de acudir al otro medio de defensa judicial respecto de la 

protección eficaz y oportuna de los derechos fundamentales.”[10] 

  

Ahora bien, específicamente, en el plano administrativo, cuando se estudie la 

procedencia de la acción de tutela porque no existe otro mecanismo judicial de 

defensa, hay varios criterios que deberá estimar el juez al momento de tomar una 

decisión. En primer lugar, resulta de especial importancia que la autoridad 

administrativa haya notificado el inicio de la actuación a los afectados, procedimiento 

indispensable para que estos puedan ejercer su derecho de defensa y contradicción. 

  

En segundo lugar, si los ciudadanos fueron efectivamente notificados, es necesario 

que hayan asumido una actuación diligente en la protección de sus derechos, pues 

son ellos los primeros llamados a velar porque sus garantías fundamentales e 

intereses legítimos sean respetados. En este sentido, los particulares deben haber 

agotado todos los recursos administrativos y los medios de control regulados en la 

legislación vigente que hayan tenido a su alcance.  

  

Empero, cuando la entidad accionada, en un obrar negligente o abusivo, no ponga 

en conocimiento del ciudadano afectado el inicio de una actuación administrativa 

adelantada en su contra, el procedimiento administrativo queda viciado de nulidad, 

debido a que se impide el ejercicio del derecho de defensa. En consecuencia, se 

vulnera el derecho fundamental al debido proceso. En ese evento, deberá estudiarse 

si con el acto administrativo proferido se puede ocasionar un perjuicio irremediable, 

de ser así resulta procedente acudir a la acción de tutela, de lo contrario se debe 

acudir al medio de control ordinario previsto por el legislador. 

  

Por otro lado, en lo que tiene que ver con el principio de inmediatez, es pertinente 

resaltar que la finalidad de la acción de tutela en comento es garantizar una 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn5
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn6
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn7
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn8
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn9
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn10
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protección efectiva, actual y expedita frente a la transgresión o amenaza inminente 

de un derecho fundamental, motivo por el cual, entre la ocurrencia de los hechos en 

que se funde la pretensión y la presentación de la demanda, debe haber trascurrido 

un lapso razonable. 

  

En el evento en que no se cumpla con el requisito de inmediatez, se puede causar 

inseguridad jurídica frente a situaciones ya consolidadas en el orden administrativo 

y/o judicial, con lo que, a su vez, se puede afectar a terceros sobre los cuales recaiga 

la decisión e incluso el juez constitucional podría estar acolitando una conducta 

negligente de los administrados[11] que no comparecieron al proceso 

correspondiente, no presentaron los recursos procedentes ni hicieron ejercicio de los 

medios de control vigentes[12]. 

  

En este sentido el Tribunal Constitucional mediante Sentencia T-792 de 

2009, manifestó lo siguiente: 

  

“la jurisprudencia constitucional ha enfatizado en el hecho de que el mismo exige 

que la acción sea promovida de manera oportuna, esto es, dentro de un término 

razonable luego de la ocurrencia de los hechos que motivan la afectación o amenaza 

de los derechos. Esa relación de inmediatez entre la solicitud de amparo y el 

supuesto vulnerador de los derechos fundamentales, debe evaluarse, según ha 

dicho la Corte, en cada caso concreto, con plena observancia de los principios de 

razonabilidad y proporcionalidad”. 

  

Así las cosas, teniendo en cuenta que no es posible establecer de manera 

generalizada un tiempo restrictivo para el ejercicio de la acción tuitiva, en cada caso 

particular el juez de instancia deberá realizar un estudio que permita determinar si se 

cumple o no con el requisito de inmediatez. Como criterios de referencia, en la 

Sentencia T-194 de 2014, se establecieron los siguientes: 

  

(i) La existencia de razones válidas para la inactividad[13](…). 

  

(ii) Cuando a pesar del paso del tiempo es evidente que la vulneración o amenaza de 

los derechos fundamentales del accionante permanece (…). [14] 

  

(iii) Cuando la carga de la interposición de la acción de tutela en un plazo razonable 

resulta desproporcionada dada la situación de debilidad manifiesta en la que se 

encuentra el accionante (…)”[15] . 

  

Estos criterios o las razones que motivan la procedencia de la acción de tutela, a 

pesar de que, en principio, no se cumpla con el requisito de inmediatez, deben ser 

probados sumariamente o al menos manifestados en la demanda, ya que es el 

accionante quien conoce las razones que le impidieron acudir antes al amparo 

constitucional y, pese a que ya hubiere transcurrió un término considerable desde la 

ocurrencia de los hechos, requiere una protección judicial urgente. 

  

Por otra parte, cuando una tutela se presenta porque el afectado no dispone de otro 

medio de defensa judicial[16], se considera pertinente, de cara al requisito de 

inmediatez, tener en cuenta (i) la fecha en que se profirió el acto administrativo, (ii) la 

fecha en que se tuvo conocimiento del mismo y (iii) las actuaciones desplegadas por 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn11
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn12
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn13
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn14
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn15
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn16
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la parte actora desde ese momento. 

  

Finalmente, de lo anterior se desprende que con el requisito de inmediatez, se busca 

evitar que la acción de tutela instaurada contra actos administrativos, sea empleada 

para subsanar la negligencia en que incurrieran los administrados para la protección 

de sus derechos. Por otro lado, se constituye como una garantía de la seguridad 

jurídica que se deriva de los actos administrativos[17], por medio de los cuales se 

crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas. 

  

5. Debido proceso administrativo 

  

El debido proceso es un derecho constitucional fundamental, regulado en el Artículo 

29 Superior, aplicable a toda clase de actuaciones administrativas y judiciales, en 

procura de que los habitantes del territorio nacional puedan acceder a mecanismos 

justos, que permitan cumplir con los fines esenciales del Estado, entre ellos, la 

convivencia pacífica, la cual cobra gran relevancia en materia de tránsito.[18] 

  

Este derecho fundamental, para quienes tengan a su cargo el desarrollo de un 

proceso judicial o administrativo, implica la obligación de mantenerse al tanto de las 

modificaciones al marco jurídico que regula sus funciones, pues de lo contrario, su 

conducta puede acarrear la ejecución de actividades que no les han sido asignadas 

o su ejecución conforme con un proceso no determinado legalmente.  

  

Frente a este particular, resulta adecuado traer a colación el Artículo 6º Superior, en 

cuanto dispone que todo servidor público responde por infringir la Constitución y la 

ley y por la “omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”, en 

concordancia con el Artículo 121 del mismo texto, en el que se determina que 

aquellos pueden ejecutar únicamente las funciones que se determinen en la 

Constitución y en la ley. 

  

En tal virtud, el principio de legalidad es una restricción al ejercicio del poder público, 

en atención a la cual “las autoridades estatales no podrán actuar en forma 

omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, respetando las 

formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que 

garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus derechos.”[19] 

  

Por otro lado, desde la perspectiva de los ciudadanos inmersos en una actuación 

administrativa o judicial, el debido proceso constituye una garantía para el acceso a 

la administración de justicia, de tal forma que puedan conocer las decisiones que los 

afecten e intervenir, en términos de igualdad y transparencia, para procurar la 

protección de sus derechos e intereses legítimos. En este sentido, el debido proceso 

se concibe como un escudo protector frente a una posible actuación abusiva de las 

autoridades, cuando estas se desvíen, de manera injusta, de la regulación jurídica 

vigente.[20] 

  

La Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso comprende: 

  

““a)    El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e 

igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones 

motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn17
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cumplimiento de lo decidido en el fallo. 

  

b)      El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la 

capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o 

actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la 

división del trabajo establecida por la Constitución y la ley. 

  

c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos 

y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen 

parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la 

defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la 

igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las 

demás personas que intervienen en el proceso. 

  

d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo 

cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones 

injustificadas o inexplicables. 

  

e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento 

cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de 

administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y 

al legislativo. 

  

f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes 

siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los 

imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o 

influencias ilícitas.”[21] 

  

En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se 

encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se 

determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y en el numeral 1º del 

Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como 

un principio fundamental de la función administrativa. 

  

Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que el 

debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como: 

  

 “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, 

materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la 

autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) 

cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”[22]. Ha 

precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado 

funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 

resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los 

administrados”[23]. 

  

En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del 

debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto 

Tribunal, son las siguientes: 
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“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de 

conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 

injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su 

inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el 

ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al 

ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad 

de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.” 

  

Para las autoridades públicas, el debido proceso administrativo implica una limitación 

al ejercicio de sus funciones, puesto que en todo proceso, desde su inicio hasta su 

fin, deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros procedimentales 

determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior se pretende eliminar todo 

criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo de los procesos administrativos y, 

a su vez, evitar la conducta de omisión, negligencia o descuido en que puedan 

incurrir los funcionarios relacionados en el proceso. 

  

Lo antes mencionado cobra especial importancia cuando se trata del proceso 

administrativo sancionador[24], el cual constituye una facultad de las autoridades 

públicas para el cumplimiento de sus decisiones de carácter correctivo (dirigida a los 

particulares) o disciplinario (aplicada a los servidores públicos).[25] Las decisiones 

correctivas están reguladas, en principio, con un fin preventivo para que los 

administrados se abstengan de incurrir en conductas que puedan, entre otras cosas, 

afectar la convivencia social, fin esencial del Estado. De ahí que el proceso 

administrativo sancionatorio, desde esta perspectiva, constituye un límite a las 

libertades individuales en aras de garantizar el orden público.[26] 

  

En materia de tránsito, el derecho administrativo sancionador es aplicado desde su 

óptica correctiva, para que los particulares se abstengan de incurrir en las conductas 

que les están proscritas de acuerdo al Código Nacional de Tránsito y, en caso de 

hacerlo, se pretende que la administración esté facultada para imponer y hacer 

cumplir las sanciones a que haya lugar. 

  

Se resalta que las sanciones en materia de tránsito se imponen para regular las 

conductas de aquellas personas que realizan una actividad peligrosa, como la 

conducción de vehículos automotores, con la cual están en riesgo valores tan 

importantes para el Estado como la vida y la seguridad de sus ciudadanos, con lo 

que se busca, en todo caso, preservar el orden público.[27] 

  

Al respecto, en la Sentencia C-530 de 2003 se indicó lo siguiente: 

  

“la Corte ha señalado que el derecho disciplinario es una modalidad de derecho 

sancionatorio, por lo cual los principios del derecho penal se le aplican, mutatis 

mutandi11, pues las garantías sustanciales y procesales a favor de la persona 

investigada se consagran para proteger los derechos fundamentales del individuo y 

para controlar la potestad sancionadora del Estado, por lo cual operan, con algunos 

matices, siempre que el Estado ejerza una función punitiva. Por ello la Constitución 

es clara en señalar que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn24
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judiciales y administrativas (CP art. 29). 

  

(…) 

  

la potestad punitiva del Estado agrupa el conjunto de competencias asignadas a los 

diferentes órganos para imponer sanciones de variada naturaleza jurídica. Por ello, 

la actuación administrativa requerida para la aplicación de sanciones, en ejercicio de 

la potestad sancionadora de la administración -correctiva y disciplinaria- está 

subordinada a las reglas del debido proceso que deben observarse en la aplicación 

de sanciones por la comisión de ilícitos penales (CP art6. 29), con los matices 

apropiados de acuerdo con los bienes jurídicos afectados con la sanción”. 

  

6. Derecho de defensa y contradicción en el proceso administrativo 

  

Como se determinó anteriormente, el derecho fundamental al debido proceso 

administrativo se descompone en diferentes garantías[28], una de ellas es el 

derecho de defensa y contradicción, consistente en el derecho reconocido a toda 

persona “de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de 

controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y 

evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que le 

otorga”[29] la ley. 

  

Doctrinariamente, se ha establecido que el derecho de defensa: 

  

“concreta la garantía de la participación de los interlocutores en el discurso 

jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus facultades de presentar argumentaciones 

y pruebas. De este modo, el derecho de defensa garantiza la posibilidad de concurrir 

al proceso, hacerse parte en el mismo, defenderse, presentar alegatos y pruebas. 

Cabe decir que este derecho fundamental se concreta en dos derechos: en primer 

lugar el derecho de contradicción, y, en segundo lugar, el derecho a la defensa 

técnica.”[30] 

  

El derecho de defensa, puntualmente, se centra en la posibilidad de que el 

administrado conozca y tenga la posibilidad de hacer parte del procedimiento que lo 

involucra y, a partir de ahí, exponer su posición y debatir la de la entidad 

correspondiente por medio de los recursos y medios de control dispuestos para el 

efecto. Por su parte, el derecho de contradicción, tiene énfasis en el debate 

probatorio, implica la potestad de presentar pruebas, solicitarlas, “participar 

efectivamente en [su] producción” y en “exponer los argumentos en torno a lo que 

prueban los medios de prueba”[31]. 

  

En suma, esta garantía procesal consiste, primero, en la posibilidad de que el 

particular, involucrado en un procedimiento o proceso adelantado por la 

administración, pueda ser escuchado y debatir la posición de la entidad 

correspondiente; segundo, presentar pruebas, solicitar la práctica de las que se 

considere oportuno y, de ser pertinente, participar en su producción; tercero, 

controvertir, por medio de argumentos y pruebas, aquellas que contra él se alleguen; 

cuarto, la posibilidad de interponer los recursos de ley y, quinto, la potestad de 

ejercer los medios de control previstos por el legislador.[32]  

  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn28
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Uno de los requisitos para poder acceder a esta garantía procesal es tener 

conocimiento de la actuación surtida por la administración, en razón de ello, el 

principio de publicidad y, el procedimiento de notificación que de él se 

desprende, constituye un presupuesto para su ejercicio. 

  

7. Principio de publicidad en el procedimiento administrativo 

  

No cabe duda de que el principio de publicidad es uno de los presupuestos 

esenciales del debido proceso administrativo, pues su finalidad es dar a conocer la 

actuación desarrollada por la administración pública a la comunidad o a los 

particulares directamente afectados, dependiendo de si el contenido del acto 

administrativo es general o particular. Lo anterior, en aras de garantizar (i) la 

transparencia en la ejecución de funciones por parte de los servidores públicos; (ii) la 

eficacia y vigencia del acto administrativo y (iii) el oportuno control judicial de las 

actuaciones desarrolladas por las autoridades. 

  

Esta máxima jurídica se encuentra regulada en el Artículo 29 Superior, en el que se 

afirma que toda persona tiene derecho a “un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas”. Igualmente, en el Artículo 209 se determinó que toda función 

administrativa se debe ejecutar con base en el principio de publicidad. Esto, en 

concordancia con los Artículos 1º y 2º  de la Constitución, de acuerdo con los cuales, 

el mencionado principio constituye uno de los elementos definitorios en nuestra 

concepción de Estado y permite el cumplimiento de uno de sus fines esenciales: 

“facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan”[33]. 

  

En cuanto a su marco legal, el principio de publicidad se encuentra regulado en el 

numeral 9º del Artículo 3º, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, de cuyo texto se extrae que para su aplicación: (i) las 

autoridades deben dar a conocer al público y a los interesados sus actos, contratos y 

resoluciones; (ii) la publicación debe ser sistemática y permanente, es decir, sin que 

haya una solicitud previa y (iii)  la publicidad se debe hacer a través 

de comunicaciones, notificaciones y publicaciones. 

  

No está demás destacar que el principio de publicidad es de obligatorio ejercicio para 

las autoridades administrativas y que su forma de ejecución dependerá del contenido 

del acto o de la decisión que se tome. En efecto, si el acto es de carácter general, la 

publicidad se debe hacer por medio de comunicaciones y cobra gran importancia 

para que los interesados adelanten las acciones reguladas en el ordenamiento 

jurídico para lograr un control objetivo; si se trata de un acto administrativo particular, 

la publicidad debe hacerse efectiva por medio de una notificación, después de la cual 

los interesados podrán ejercer un control subjetivo a través del derecho de defensa y 

contradicción. 

  

El caso bajo estudio, se centrará en la publicidad ejercida a través de la notificación, 

ya que los procesos surtidos con motivo de una infracción de tránsito implican la 

imposición de obligaciones particulares y concretas a personas individualizadas. De 

ahí que, en el Código Nacional de Tránsito, se determine que los comparendos 

deben notificarse por medio de correo. Es pertinente resaltar que la finalidad de la 

notificación es poner en conocimiento del particular afectado el inicio de una 

actuación en su contra, de tal forma que pueda participar integralmente en 
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cada etapa del procedimiento administrativo y, de ser pertinente, ejercer su 

derecho de defensa y contradicción. 

  

Se advierte que la notificación por correo no puede entenderse surtida con el simple 

envío de la comunicación, pues se debe constatar que el administrado conozca 

realmente el contenido del acto en cuestión; ya que no se pretende cumplir con un 

simple requisito de trámite para continuar la actuación, sino que el administrado 

conozca las decisiones que lo afectan y pueda defender sus intereses de forma 

oportuna. 

  

Al respecto, en la Sentencia C-980 de 2010 la Corte sostuvo que: 

  

“(…) la notificación por correo es constitucionalmente admisible, la 

jurisprudencia constitucional ha hecho algunas precisiones en torno a su 

alcance y efectividad, destacando al respecto que la misma se entiende surtida 

solo cuando el acto administrativo objeto de comunicación ha sido 

efectivamente recibido por el destinatario, y no antes. En ese sentido, la 

eficacia y validez de esta forma de notificación depende de que el administrado 

haya conocido materialmente el acto que se le pretende comunicar, teniendo 

oportunidad cierta para controvertirlo e impugnarlo. 

  

La notificación por correo, entendida, de manera general, como la diligencia de envío 

de una copia del acto correspondiente a la dirección del afectado o interesado, 

cumple con el principio de publicidad, y garantiza el debido proceso, sólo a partir del 

recibo de la comunicación que la contiene. 

  

En virtud de esa interpretación, la sola remisión del correo no da por surtida la 

notificación de la decisión que se pretende comunicar, por cuanto lo que en 

realidad persigue el principio de publicidad, es que los actos jurídicos que 

exteriorizan la función pública administrativa, sean materialmente conocidos 

por los ciudadanos, sin restricción alguna, premisa que no se cumple con la 

simple introducción de una copia del acto al correo.” 

  

En ese orden de ideas, cabe reiterar que la notificación se debe efectuar de tal forma 

que el contenido del acto administrativo correspondiente se ponga en conocimiento 

del directamente interesado, en aras de que pueda ejercer su derecho de defensa. 

Una vez el administrado sea notificado, es posible hablar de la vigencia y 

efectividad del acto administrativo. A este respecto, en la Sentencia T-616 de 

2006 se dijo que: 

  

“La notificación de las decisiones que la Administración profiere en desarrollo de un 

proceso y que afectan los intereses de las partes, más que pretender formalizar la 

comunicación del inicio, desarrollo o agotamiento de una actuación, procura 

asegurar la legalidad de las determinaciones adoptadas por aquélla, toda vez que al 

dar a conocer sus actuaciones asegura el uso efectivo de los derechos de defensa, 

de contradicción y de impugnación que el ordenamiento jurídico consagra para la 

protección de los intereses de los administrados.” 

  

Con el propósito de lograr el fin previsto en el ordenamiento jurídico para la 

notificación, la administración debe agotar todos los mecanismos que tenga a 
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su alcance, de acuerdo con la regulación vigente, para lograr enterar al 

particular de las decisiones que lo afecten. Sin embargo, una vez agotados 

todos los medios de notificación, los procedimientos administrativos 

correspondientes deben continuar, ya que, en todo caso, el principio de publicidad no 

es absoluto. 

  

8. Marco legal y jurisprudencial del procedimiento administrativo que debe 

adelantarse ante la comisión de infracciones de tránsito captadas a través de 

medios tecnológicos 

  

El procedimiento que debe surtirse ante una infracción de tránsito captada por 

medios tecnológicos está regulado en la Ley 769 de 2002, [p]or la cual se expide el 

Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones, y por la Ley 

1383 de 2010, [p]or la cual se reforma la Ley 769 de 2002-Código Nacional de 

Tránsito-, y se dictan otras disposiciones. Entiéndase infracción de tránsito la 

“[t]ransgresión o violación de una norma de tránsito”[34]. 

  

Según lo estipulado en el inciso 5º del Artículo 135 de la Ley 769 de 2002, 

modificado por el Artículo 22 de la Ley 1383 de 2010, las autoridades de tránsito 

tienen autorización para realizar contratos de medios técnicos y tecnológicos a 

través de los cuales se permita constatar una infracción de tránsito, así como 

identificar el “vehículo, la fecha, el lugar y la hora”. 

  

En este sentido, es pertinente resaltar que el uso de tecnologías permite a las 

autoridades de tránsito cumplir su función policiva en el marco de los principios de 

eficacia y economía, en los términos del Artículo 209 de la  Constitución Política y del 

Artículo 3º, numerales 11 y 12, de la Ley 1437 de 2011. Lo anterior debido a que se 

permite acceder a medios probatorios precisos y pertinentes, que logran 

individualizar el vehículo, el lugar, la hora y el motivo de la infracción, elementos 

suficientes para iniciar el proceso contravencional. De acuerdo al parágrafo 5 del 

artículo 8 de la Ley 769 de 2002, la autoridad encargada del Registro Nacional de 

Conductores está en la obligación de actualizar los datos pertinentes, para el efecto, 

una de las modalidades empleadas podrá ser la autodeclaración. De acuerdo a la 

norma, en caso de que el propietario no efectué la declaración será sancionado con 

multa de hasta 2 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

  

Ahora bien, de acuerdo con el inciso 5º del Artículo 135 del Código Nacional de 

Tránsito, en el evento en que se realice un comparendo en virtud de una infracción 

detectada por medios técnicos o tecnológicos, como fotos o videos, la misma deberá 

ser notificada dentro de los tres días hábiles siguientes por medio de correo, en el 

cual se enviará la infracción y sus soportes al propietario “quien está obligado a 

pagar la multa”[35]. 

  

Para mayor claridad, es pertinente traer a colación el Artículo 2º de la Ley 769 de 

2002, de acuerdo al cual, el comparendo es la “[o]rden formal de notificación para 

que el presunto contraventor o implicado se presente ante la autoridad de tránsito 

por la comisión de una infracción.” Por su parte, la multa se encuentra definida, en la 

misma norma como una “[s]anción pecuniaria”. 

  

Se debe precisar, en primer lugar, en lo relacionado con el medio determinado por el 
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legislador para la notificación, que su finalidad consiste en poner en conocimiento del 

propietario del vehículo la infracción y hacer un llamado para que ejerza su derecho 

de defensa, contradicción e impugnación. Lo anterior debido a que es a aquel de 

quien se conoce la identidad y datos de contacto y de quien, en principio, es 

responsabilidad la utilización adecuada de su vehículo[36]. 

  

Se advierte que si bien, primordialmente, el medio de notificación al que deben 

recurrir las autoridades de tránsito es el envío de la infracción y sus soportes a través 

de correo, si no es posible surtirse por este conducto, se deberán agotar todas las 

opciones de notificación, reguladas en el ordenamiento jurídico, para hacer conocer 

el comparendo respectivo a quienes se encuentren vinculados en el proceso 

contravencional. Lo anterior, debido a que la finalidad de la notificación, como se 

dijo anteriormente, no es surtir una etapa a efectos de que permita continuar 

con el proceso sancionatorio, sino, efectivamente, informar al implicado sobre 

la infracción que se le atribuye, para que pueda ejercer su derecho de defensa 

o incluso poner en conocimiento de las autoridades de tránsito la identificación de la 

persona que pudo haber incurrido en la conducta que se castiga por la Ley 769 de 

2002. 

  

En este sentido, sobre la Sentencia C-980 de 2010, en el análisis de la 

constitucionalidad de la notificación por medio de correo, como se recordará, precisó 

que: 

  

“La notificación por correo, entendida, de manera general, como la diligencia de 

envío de una copia del acto correspondiente a la dirección del afectado o interesado, 

cumple con el principio de publicidad, y garantiza el debido proceso, sólo a partir del 

recibo de la comunicación que la contiene. En virtud de esa interpretación, la sola 

remisión del correo no da por surtida la notificación de la decisión que se pretende 

comunicar, por cuanto lo que en realidad persigue el principio de publicidad, es que 

los actos jurídicos que exteriorizan la función pública administrativa, sean 

materialmente conocidos por los ciudadanos, sin restricción alguna, premisa 

que no se cumple con la simple introducción de una copia del acto al correo” 

  

De esta manera y teniendo en cuenta que se deben agotar todos los medios 

dispuestos por el ordenamiento jurídico vigente para notificar a quien resulte 

involucrado en un proceso contravencional como consecuencia de una “fotomulta”, y 

partiendo del hecho de que las autoridades de tránsito ejercen una función pública, 

reguladas de manera genérica por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se deben agotar todos los medios de notificación 

dispuestos en éste.  

  

(…)  

 

Ahora, una vez se logre surtir la orden de comparendo, de acuerdo al Artículo 136 

del Código de Tránsito, existen tres opciones, (i) el presunto infractor puede aceptar 

la contravención y proceder a su correspondiente pago; (ii) manifestar, dentro de los 

11 días[37] hábiles siguientes a la notificación, su inconformidad frente a la infracción 

impuesta, evento en el cual se procederá a fijar fecha y hora de realización de la 

audiencia; o (iii) no asistir sin justificación dentro de los 11 días hábiles siguientes a 

la notificación del comparendo, evento en el cual, después de transcurridos 30 días 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn36
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calendario de ocurrida la resunta infracción, el citado quedará vinculado al proceso, 

en cuyo caso se programará fecha y hora de celebración de la correspondiente 

audiencia.[38] 

  

En la audiencia, el infractor podrá comparecer por sí mismo o mediante apoderado, 

quien deberá ser abogado en ejercicio y en dicha diligencia se podrán decretar y 

practicar pruebas, así como sancionar o absolver al inculpado. La decisión que se 

adopte, se debe notificar en estrados. 

  

Según el Artículo 137, inciso 3º, si el citado no presenta descargos, ni tampoco 

solicita pruebas que desvirtúen la comisión de la infracción, se debe proceder a 

registrar la sanción a su cargo en el Registro de Conductores Infractores. 

  

En cuanto a los recursos procedentes, el recurso de reposición procede contra los 

autos emitidos en audiencia y debe interponerse y sustentarse en la misma 

audiencia que se emitan. El recurso de apelación procede únicamente contra las 

resoluciones que pongan fin a la primera instancia, debe interponerse de manera 

oral y en la misma audiencia que se profiera (Artículo 142, Ley 769 de 2002). 

  

En este orden de ideas, es importante realizar las siguientes precisiones, con base 

en lo sentado en el Código Nacional de Tránsito y la Jurisprudencia relacionada 

anteriormente: 

  

1.      A través de medios técnicos y tecnológicos es admisible registrar una infracción 

de tránsito, individualizando el vehículo, la fecha, el lugar y la hora, lo cual, constituye 

prueba suficiente para imponer un comparendo, así como la respectiva multa, de ser 

ello procedente (Artículo 129). 

2.      Dentro de los tres días hábiles siguientes se debe notificar al último propietario 

registrado del vehículo o, de ser posible, al conductor que incurrió en la infracción 

(Artículo 135, Inciso 5). 

3.      La notificación debe realizarse por correo certificado, de no ser posible se 

deben agotar todos los medios de notificación regulados en la legislación 

vigente (Artículo 135, inciso 5 y Sentencia C-980 de 2010). 

4.      A la notificación se debe adjuntar el comparendo y los soportes del 

mismo (Artículo 135, inciso 5 y Ley 1437 de 2011, Artículo 72). 

5.      Una vez recibida la notificación hay tres opciones: 

a.       Realizar el pago (Artículo 136, Numerales 1, 2 y 3). 

b.      Comparecer dentro de los 11 días hábiles siguientes a la notificación de la 

infracción y manifestar inconformidad frente a la misma, evento en el cual se debe 

realizar audiencia pública (Artículo 136, inciso 2 y 4 y Artículo 137). 

c.       No comparecer dentro de los 11 días hábiles siguientes a la notificación de la 

infracción. En este evento, si la persona no comparece dentro de los 30 días hábiles 

siguientes a la infracción se debe proceder a realizar audiencia Artículo 136, inciso 3 

y Artículo 137). 

6.      En la audiencia se puede comparecer por sí mismo el presunto infractor o por 

medio de apoderado, quien debe ser abogado en ejercicio (Artículo 138). 

7.      En audiencia se realizarán descargos y se decretaran las pruebas solicitadas y 

las que se requieran de oficio, de ser posible se practicarán y se sancionará o 

absolverá al presunto contraventor (Artículo 136, inciso 4). 

8.      Contra los autos proferidos en audiencia procede el recurso de reposición, el 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn38
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cual podrá ser presentado y sustentado en la misma audiencia y el recurso de 

apelación, el cual únicamente procede contra la resolución, con la que se ponga fin a 

la primera instancia (Artículo 142).  

  

La naturaleza jurídica de la resolución mencionada corresponde a la de un acto 

administrativo particular[39] por medio del cual se crea una situación jurídica. Por 

ende, cuando el perjudicado no esté conforme con la sanción impuesta, el 

mecanismo judicial procedente será el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho[40], el cual permite resarcir el daño causado 

injustificadamente a un derecho subjetivo”[41]. 

  

Debe tenerse en cuenta que, uno de los requisitos para acudir al medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho es haber interpuesto los recursos en sede 

administrativa, sin embargo, cuando no se hubiesen presentado porque las 

autoridades no lo permitieron, no es posible exigir ese requisito. La falta de 

notificación de los actos administrativos, implica que los afectados no tengan 

conocimiento de los pronunciamientos de la administración y, por ende, constituye 

una barrera para el ejercicios los recursos procedentes, en consecuencia, cuando la 

alta de interposición de recursos obedezca a la falta de notificación, es posible 

acceder al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, aun cuando 

no se hubiere agotado ese requisito de procedencia. 

  

Por otro lado, también resultaría posible solicitar la revocatoria directa del acto 

administrativo por medio del cual se impone la sanción, regulada en el Artículo 93 y 

siguientes de la Ley 1437 de 2011. 

 

 

CASO CONCRETO 

 

La acción de tutela se encamina a obtener a favor de JULIETH VANESSA 

CARDENAS GONZALEZ la respuesta de su derecho de petición formulado el 10 

de marzo de 2023, en el que solicitaba que se revocara la resolución de 

comparendo No. 264083-2022 del 29 de junio de 2022, así mismo la protección 

del derecho al debido proceso, ante la ausencia de notificación del comparendo, y 

en consecuencia se deje sin efecto los actos administrativos de cobro coactivo que 

emane la entidad y se ordene la eliminación de dicho acto administrativo de las 

bases de datos RUNT y SIMIT. 

 

Pues bien, afirma la peticionaria, que nunca recibió la notificación para 

comparecer ante el INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS PATIOS 

con miras a enterarse de lo actuado y ejercer su derecho de contradicción y 

defensa, ya que afirma ser la propietaria del vehículo, más no la infractora de 

tránsito. Alegó que se enteró de la existencia del comparendo a través de consulta 

en la base de datos SIMIT, por lo que radicó escrito petitorio a la entidad el 10 de 

marzo de 2023, en el que solicitó la revocatoria del comparendo, o en su defecto, 

se le acreditara su calidad de conductora infractora, habida cuenta de que el 

parágrafo 1 del artículo 8 de la ley 1843 de 2017 fue declarado inexequible en 

sentencia C-038 de 2020, traslado de la resolución y sus anexos, copia de la 

citación para notificación personal, guías de envío de las notificaciones, copia de 

la notificación por aviso con soporte en que conste el medio, la fecha y la duración 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn39
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-051-16.htm#_ftn40
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de la publicación del aviso, así como la realización de una audiencia en que 

pudiera ejercer su defensa para demostrar que no es la conductora infractora, 

entre otras. 

 

Por su parte, el INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS PATIOS no 

allegó ningún informe en respuesta de la presente acción, por lo que debe este 

Despacho dar plena credibilidad al dicho de la accionante, en cuanto afirma que 

no ha recibido respuesta a su petición y no le fue notificado el acto administrativo 

mediante el cual se impuso el comparendo. 

 

Bajo la anterior perspectiva jurisprudencial, el amparo al derecho fundamental de 

petición solicitado por JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ está llamado 

a prosperar, por cuanto el INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS 

PATIOS no acreditó haber dado respuesta al escrito de petición formulado por la 

accionante el 10 de marzo de 2023, dirigido al correo electrónico 

“transito@lospatios-nortedesantander.gov.co”, en ese sentido, el Despacho arriba 

a la conclusión de que el derecho de petición que alega conculcado el accionante 

ha sido vulnerado, como quiera que la accionada no acreditó dentro del presente 

trámite haber otorgado respuesta alguna. 

 

Dicho esto, procede el Despacho a analizar lo pertinente respecto del 

procedimiento que debe surtirse ante una infracción de tránsito captada por 

medios tecnológicos, procedimiento regulado en la Ley 769 de 2002,” por la cual 

se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones, 

y por la Ley 1383 de 2010, por la cual se reforma la Ley 769 de 2002-Código 

Nacional de Tránsito-, y se dictan otras disposiciones”.  

 

En ese orden, ante ausencia de acreditación de envío de la notificación a la 

accionante por parte del INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS 

PATIOS, que debió agotar todos los medios dispuestos por el ordenamiento 

jurídico vigente para notificar a la accionante, emerge contrario a la ley el obrar de 

la accionada, en tanto que no dio a conocer a la libelista del proceso de tránsito 

que cursaba en su contra para así haber ejercido su derecho de defensa y debido 

proceso, pues no se garantizó lo dispuesto por la norma esto es:  

  

“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de 

conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 

injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio 

hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente 

y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 

jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de 

defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a 

impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.” 

 

Ahora, partiendo del hecho de que las autoridades de tránsito ejercen una función 

pública, reguladas de manera genérica por el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se deben agotar todos los medios 

de notificación dispuestos en éste, respecto de este tópico se tiene que el artículo 69 

de la ley 1437 contiene que “cuando se desconozca la información sobre el 
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destinatario, el aviso, con copia íntegra del acto administrativo, se publicara en la 

página electrónica y en todo caso en un lugar de acceso al público de la respectiva 

entidad por el termino de cinco 05 días, con la advertencia de que la notificación se 

considerara surtida al finalizar el día siguiente al retiro del aviso.”, procedimiento que 

la accionada omitió. 

 

En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que la accionada actuó contrario a la ley 

vigente en materia de fotomultas esto es la Ley 769 de 2002 y sus modificaciones e 

impuso comparendo a la señora JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ, sin 

que la misma pudiera ejercer su derecho al debido proceso, defensa y 

contradicción, este despacho deberá ordenar al INSTITUTO DE TRANSITO Y 

TRANSPORTE LOS PATIOS que decrete la nulidad de lo actuado con ocasión del 

comparendo No. 264083-2022, y como consecuencia rehaga lo actuado para de 

esa forma se garantice el derecho de defensa y contradicción de la accionante. 

 

Recapitulando, el despacho aplica la posición adoptada por la H. Corte 

Constitucional en múltiples fallos, como en las sentencias T-051-16 y C-980 de 

2010 y así concluye que, en el caso concreto, se debe conceder la presente 

acción constitucional por cuanto se evidencia vulneración por parte de la 

accionada contra de la señora JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Penal Municipal con Funciones 

de Control de Garantías de Bucaramanga, administrando justicia en nombre de 

la República y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER la acción de tutela promovida por JULIETH VANESSA 

CARDENAS GONZALEZ contra el INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

LOS PATIOS, por las razones consignadas en la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS 

PATIOS, que en el término máximo e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes a la notificación de esta decisión, si ya no lo hubiere hecho, proceda a dar 

respuesta de fondo, precisa y congruente con lo solicitado en el derecho de petición 

elevado por JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ el 10 de marzo de 

2023. 

 

TERCERO: ORDENAR al INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS 

PATIOS, que en el término máximo e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes a la notificación de esta decisión, si ya no lo hubiere hecho, decrete la 

nulidad del proceso con ocasión del comparendo No. 264083-2022 por medio del 

cual resultó sancionada JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ, rehaciendo 

el mismo y eliminándolo de las bases de datos SIMIT y RUNT hasta tanto no se 

declare contraventora, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 

CUARTO: El desacato a lo ordenado en esta sentencia se sancionará con arresto 

al igual que se investigará y sancionará penalmente por fraude a resolución 

judicial, según lo previsto en los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991. 

 



RADICADO:      2023-0060   
ACCIONANTE: JULIETH VANESSA CARDENAS GONZALEZ 
ACCIONADO:   INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE LOS PATIOS 

 

20 

 

QUINTO: Dispóngase la notificación de este fallo a las partes interesadas, en 
forma inmediata y por el medio más expedito, informándosele igualmente que 
cuentan con tres (3) días hábiles para presentar recurso de Impugnación de que 
trata el artículo 31 del decreto 2591 de 1991 y la ley 2213 de 2022 (2 días), y de 
no ser impugnado envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

ANA JOSEFA VILLARREAL GÓMEZ 

JUEZ 
 


